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SENTENCIA No 5/2020

En la ciudad de Málaga,a 9 de enero de 2020.

El magistrado titular de este Juzgado, llmo. Sr. D.

ha visto el recurso contencioso-administrativo número593/2017, interpuesto por D.

, representado y defendido por el letrado D.

contra et AYUNTAMIENTO DE FUENGIROLA, representado

y defendido por el letrado de sus servicios jurídicos, siendo interesada

L., representada por la procuradora

D.a y defendida por letrada, de cuantía 22.424,44 euros.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Por escrito de demanda que tuvo entrada en el Juzgado Decano de

Málaga el día 9 de diciembre de 2017, la representación de D.

interpuso recurso contencioso-administrativo contra la resolución de la

|alcaldía del Ayuntamiento de Fuengirola n.° 9000/2017, de 2 de octubre, dictada en

|el expediente 173/2016/ASESO, que inadmitió por prescripción la reclamación

Ipresentada el 8 de agosto de 2016 para la ¡ndemnización de los dañosderivados

|del accidente sufrido por el actor el 10 de marzo de 2009, a la altura del no. 63 el

Ipaseo marítimo de Fuengirola, sentido Málaga, al caer al suelo debido a la

lexistencia de una sustancia resbaladiza en ta calzada.
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ISEGUNDO.- Subsanados los defectos del escrito inicial, se acordó reclamar el

expediente administrativo y señalardía para la vista, que se celebró el 10 de julio

de 2019 con la asistencia de las partes.

En el acto del juicio, tras ratificarse el recurrente en su demanda y oponerse a ella

los demandados, se practicaron las pruebas que, propuestas por las partes, fueron

declaradas pertinentes.

Y después de manifestar lo que tuvieron por conveniente en apoyo de sus

respectivas pretensiones, se acordódejar los autos conclusos para sentencia.

TERCERO.- En ta tramitaciónde este recurso se han observado las prescripciones

legales esenciales a excepción del plazo para dictar sentencia, por la acumulación

de asuntos pendientes de resolución.

Alos que son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-OBJETO DEL RECURSO.

Dirigen el demandantes su recurso contra la resolución del Ayuntamiento de

Fuengirola que inadmitió por prescripción la reclamación presentada el 8 de agosto

de 2016 por D. , aquí demandante, para la indemnización

de los dañosderivados del accidente que sufrióel 10 de marzo de 2009, a la altura

del no. 63 del paseo marítimo de Fuengirola, sentido Málaga,al caer al suelo debido

a la existencia de una sustancia resbaladiza en la calzada.

El Ayuntamiento mantienen que la acción habrá prescrito y que, en todo caso, no

concurren todos los requisitos para el nacimiento de una eventual responsabilidad

de la Administración, argumentos a los que se adhirió la concesionaria del servicio

de recogida de residuos sólidos en el municipio de Fuengirola, que no fue

demandada pero se ha personado en autos como mera ¡nteresada/coadyuvante de

la Administración
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SEGUNDO.- RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE LA ADMINISTRACIÓN, EN

GENERAL.

La responsabilidad patrimonial de la Administración, configurada inicialmente en la Ley de

ExpropiaciónForzosa de 1954 (artículos 121 y 122 ) y en la Ley de RégimenJurídico de la

Administracióndel Estado de 1957 (artículos 40 y 41), adquirió relevancia constitucional en

los articulos 9 y 106.2 de la Constituciónde 1978, pasando a desarrollarse despuésen los

artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de RégimenJurídico de las Administraciones

Públicasy del Procedimiento Administrativo Común 0'itulo X) y en el RD 429/1993, de 26

marzo, que aprueba el Reglamento de los Procedimientos de las Administraciones Públicas

en materia de responsabilidad patrimonial, y actualmente en los artículos 32 al 35 de la Ley

40/2015, de 1 de octubre, de RégimenJurídico del Sector Público), con las especialidades

procedimentales contenidas en varios preceptos de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del

Procedimiento Administrativo Comúnde las Administraciones Públicas.

El fundamento de la responsabilidad patrimonial de la Administración se encontraba

inicialmente en el ejercicio ilegal de sus potestades o en la actuación culposa de sus

funcionarios, por lo que se confíguraba con caráctersubsidiario, pero actualmente, y sin

perjuicio de admitir en algunos supuestos otro fundamento, se considera que si la

actuación administrativa tiene por objeto beneficiar con mayor o menor intensidad a todos

los ciudadanos, lo justo es que s¡ con ello se causa algún perjuicio, éste se distribuya

|también entre todos, de forma que el dato objetivo de la causación de una lesión

antijurídica por la actuación de la Administración constituye ahora el fundamento de su

Iresponsabilidad. La responsabilidad surge, por tanto, con el perjuicio que se causa,

|independientemente de que éste se haya debido a una actuación lícita o ilícita de los

Ipoderes públicos,y de quiénhaya sido concretamente su causante.

Son elementos constitutivos de la responsabilidad patrimonial de la Administración los

|siguientes: 1°) la existencia de una lesión patrimonial (daño o perjuicio), en la doble

Imodalidad de lucro cesante o daño emergente, que ha de ser real y efectivo, nunca

[potencial o futuro; 2°) la lesión como daño ilegftimo, que sólo se produce cuando el

|afectado no hubiera tenido la obligación de soportarlo; 3°) la existencia de vinculación

lcausal entre la lesión y el agente que la produce, es decir, entre el acto dañoso y la

|Administración, exigiéndose la prueba de la causa concreta que determina el daño o, lo
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JÜSTICIA Ique es lo mismo, de la conexión entre la actuación administrativa y el daño real

|ocasionado, y 4°) no es preciso exista culpa o negligencia, pues como ha declarado

|reiteradamente la Sala Tercera del Tribunal Supremo (así, en Sentencias 14 mayo, 4 junio,

|2 julio, 27 septiembre, 7 noviembre y 19 noviembre 1994, 11, 25 y 28 febrero 1995, entre

|otras muchas), la responsabilidad patrimonial de la Administración se configura como una

|responsabilidad objetiva o por el resultado, en la que incluso es indiferente que la actuación

|administrativa haya sido normal o anormal, pues los preceptos constitucionales y legales

|que componen el régimen jurídico aplicable extienden la obligación de indemnizar a los

|casos de funcionamiento normal de los servicios públicos.

|Según la STS de 28 de enero de 1986, lo que se pretende es que «/a colectividad

\representada por el Estado asuma la reparación de los daños ¡ndividualizados que

\produzca el funcionamiento de los servicios públicos por constituir cargas imputables al

[coste del mismo en justa correspondencia a los beneficios generales que dichos seivicios

\reportan a la comunidad»;o, como señala la STS 2 de Junio de 1994, "confígurada legaly

\jurísprudencialmente la responsabilidad patrímonial del Estado con la naturaleza de

\objetiva, de manera que cualquier consecuencia dañosa derivada del fundonamiento de

|/os servicios públicos debe ser, en príncipio, indemnizada, porque de otro modo se

\produciría un sacríficio ¡ndividual en favor de una actividad de interéspúblicoque debe ser

\soportada por la comunidad". Debe, pues, concluirse que para que el daño concreto

producido por el funcionamiento del servicio a uno o varios particulares sea antijurídico

basta con que el riesgo inherente a su utilización haya rebasado los Ifmites impuestos por

los estándaresde seguridad exigibles conforme a la conciencia social.

TERCERO.- PRESCRIPCIÓN DE LAACCIÓN.

A) EN GENERAL.

Disponía el artículo 142. 5 de la LRJAP y PAC, aplicable al supuesto de autos por razones

temporales, que
"en todo caso, el derecho a reclamar prescríbe al añode producido el hecho o el acto que
motive la indemnización o de manifestarse su efecto lesivo. En caso de dafíos, de carácter
ffs/co o psíquico, a las personas el plazo empezará a computarse desde la curación o la
determinacióndel alcance de las secuelas...".

Sobre este punto ha dicho el Tribunal Supremo que el principio de la "actio nata" impide

que pueda iniciarse el plazo de prescripción mientras no se tenga cabal conocimiento del

daño y, en general, de los elementos de orden fáctico y jurídico cuyo conocimiento es

necesario para el ejercicio de la acción.
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JUSTICIA También ha declarado la jurisprudencia que es necesario distinguir entre daños

permanentes y dañoscontinuados. Los primeros son aquellos en que el acto generador de

los mismos se agota en un momento concreto, aún cuando sea inalterable y permanente
en el tiempo el resultado tesivo, en tanto que los dañoscontinuados, son aquellos que en

base a una unidad de acto se producen día a día de manera prolongada y sin solución de

continuidad.

En los daños permanentes, producido el acto causante el resultado lesivo queda

perfectamente determinado y puede ser evaluado o cuantificado de forma definitiva, de

manera que la agravación del daño habrá de provenir de un hecho nuevo. En los

supuestos de daño continuado, al producirse día a día generándose un agravamiento

paulatino sin solución de continuidad como consecuencia de un hecho inicial, nos

¡encontramos con que el resultado lesivo no puede ser evaluado de manera definitiva hasta

|que no se adoptan las medidas necesarias para poner fin al mismo.

En consecuencia, el plazo de prescripción no empieza a correr en el supuesto de daños

|continuados hasta que no cesen los efectos lesivos, en tanto que en el caso de daños

Ipermanentes el plazo empieza a contarse en el momento en que se produce la conducta

Idañosa.

¡Finalmente, sobre la interrupciónde la prescripciónha declarado la Sala de lo Contencioso-

|administrativo del Tribunal Supremo (sentencia de la sec. 5a, de 24 de abril de 2018, dictada en

|el recurso 4707/2016, entre otras muchas) que

\"...admitída la posibilidad de interrupción, en el ámbito propio del Derecho
\administrativo, la interrupción de la prescrípción estásujeta a sus propias reglas y
|se acoge en tí/cño ámbito no sin introducir ciertas modulaciones a su régimen
\establecido con caráctergeneral por la legislacióncivil.
\En la legislación administrativa no existe una previsión concreta sobre las causas
\¡nterruptivas del plazo de prescrípción contemplado por el artículo 142.5 de la Ley
\30/1992. Pero nuestra jurísprudencia ha contríbuido a esclarecer este pormenor.
\Nuestra Sentenda de 2 de marzo de 2011, que por lo demásvino a confirmar la
\resolución dictada por el Tríbunal Superíorde Justicia de Canañas(Sentencia de 2
\de noviembre de 2008), vino así a establecer:
\La invocacióndel Art. 1973 del Código Civil es superflua y carece de virtualidad en
[este proceso porque la responsabilidad patrímonial de las Administraciones
\Públicas es exigible exclusivamente de acuerdo con la Ley 30/1992, que regula
\tanto sus aspectos sustantivos como procesales, en el título X, capítulo prímero, y
|en e/ Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo.
\En relación con la prescrípción de la acción el Art. 142.5 de la Ley citada dispone
\que

"en todo caso, el derecho a reclamar prescríbe al añode produddo el hecho o
|e/ acfo que motive la indemnización o de manifestarse su efecto lesivo". Así lo
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JUSTICIA |expresa la Ley de modo categórico cuando dice que el derecho a reclamar
\prescribe al año, y no es susceptible de ¡nterrupción. Unicamente se produciráesa
\circunstancia s¡ la reclamación se presenta ante órgano ¡ncompetente o como
|expresó la sentencia de esta Sala Tercera Sección Cuarta de veintiuno de marzo
\de dos mil, recurso 427/2006, en virtud de cualquier "reclamación

que
\manifiestamente no aparezca como no idóneao improcedente encaminada a lograr
|e/ resarcimiento del daño o perjuido frente a la Administración responsable,
\siempre que comporte una manifestación de la voluntad de hacer efectiva la
\responsabilidad patrímonial de la Administración por alguna de las vías posibles
\para ello".

|La cita correcta de la resoluciónde referencia se correspondería, en verdad, con la
|Sentenc/'a de 21 de marzo de 2000 RC 427/1996, Secdón Sexta, que dice así:
|La interrupcióndel plazo de prescripción de un añohoy establecido por el artículo
142.5 de la Ley de Procedimiento Administrativo Común se produce no sólopor la

\¡n¡ciación de un proceso penal que verse sobre la posible comisión de hechos
\delictivos a los que pueda estar ligada la apreciación de responsabilidad civil
\dimanante de la infracción penal, sino incluso por la pendencia de una acdóncivil
\encaminada a exigir la responsabilidad patrímonial de la Administración, salvo que
|sea manifiestamente inadecuada ( sentencia de 26 de mayo de 1998, que invoca la
\doctrina de la sentencia de 4 dejulio de 1980).
De esta jurisprudencia se deduce que la prescrípción se interrumpe en virtud de
\cualqu¡er reclamación que manífiestamente no aparezca como no ¡dónea o
\¡mprocedente encaminada a lograr el resarcimiento del dañoo perjuicio frente a la
\Admin¡stración responsable, siempre que comporte una manifestación de la
\voluntad de hacer efectiva la responsabilidad patrímonial de la Administración por
alguna de las vías posibles para ello.
Así, pues, aun cuando se admite que la prescripciónes susceptible de ¡nterrupción
tambiénen el ámbitoadministrativo, pese al empleo de la expresión "en todo caso"
por la Ley (artículo 142.5), no cabe asignarle el mismo alcance que tiene en el
ámbitocivil y sólocabe su aplicación, en príncipio, en los supuestos señaladospor
la sentencia: esto es, cuando una reclamación se presenta ante órgano
incompetente o se plantea en una sede en que no resulte manifiestamente inidónea
o ¡mprocedente...".

B) CtRCUNSTANCIAS DEL CASO. DECISIÓNDEL LITIGIO.

En el supuesto de autos se reclama indemnización por unos dañoscorporates que

deben entenderse referidos a la fecha de sanidad, que se produjo el 5 de octubre

de 2009.

Pretende el actor que el plazo de prescripción quedó interrumpido por la causa

penal seguida ante el Juzgado de Instrucción numero Tres de Fuengirola

(Diligencias Previas no. 1186/09, luego Juicio de Faltas no. 69/2010, terminado por

auto de archivo de 30 de julio de 2010), y luego por la reclamación civit
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JUSTICIA materializada en el Procedimiento Ordinario n°. 1558/2011 del Juzgado de Primera

Instancia número Uno de Fuengirola, procedimiento este último en el que recayó

|sentencia parcialmente estimatoria, que fue revocada en apeladón por la llma.

|Audiencia Provincial de Málagamediante sentencia dictada el 15 de enero de 2016,

Ique aprecióla ¡ncompetencia del orden jurisdiccional civil.

|Ahora bien, es necesario tener en cuenta que el Sr. dirigió la acdóncivil

[únicamentecontra (concesionaria del

|servicio de recogida de residuos sólidos en ei municipio de Fuengirola) y contra

(la aseguradora de aquélla), esto es, que el Ayuntamiento

|no fue demandado en vía civil, de manera que no alcanza al Ayuntamiento la

|eventual ¡nterrupción de la prescripción de las acciones pues como argumentó la

|Sala de lo Contencioso-administrativo del TSJ de Andalucía (Málaga), sec. 1a, en

|sentencia de 24 de mayo de 2018 (rec. 1621/2013),

.. soíire esta cuestíón afirma la STS (Sala 1a) de 4 de junio de 2007 que en los
\supuestos en los que -como el aquí analizado- la solidaridad es impropia , por no
jnacer convendonalmente n¡ por disposición legal sino de la naturaleza del ilícito y
|de la imposibilidad de determinar la cuota de participación de cada uno de los
\sujetos concurrentes, la reclamación formulada con respecto a uno de los ellos no
\surte efectos interruptivos de la prescrípciónrespecto al otro u otros, afirmando que"En la solidarídad que nace convencionalmente o por disposición legal, se aplica
\claramente la interrupción de la prescrípción a todos los deudores solidaríos por
\aplicación del artículo 1974 del Códigocivil. Pero si la solidarídad no nace sino de
|/a sentencia, que es la llamada solidarídad impropia, la interrupción de la
\prescñpciónrespecto a uno de los deudores no alcanza a otro, ya que no era
\deudor solidarío y sólolo fue desde la sentencia que así lo declaró, no antes.

\Así, el acuerdo del pleno de la Sala 1a del Tribunal Supremo de 27 de marzo de
12003 es del siguiente tenor literal: El párrafo pñmerodel artículo 1974 del Código
|c/V/'/ únicamente contempla efecto interruptivo en el supuesto de las obligaciones
\solidarías en sentido propio, cuando tal carácter deríva de norma legal o pacto
\convencional, sin que pueda extenderse al ámbitode la solidarídad impropia, como
|es la derívada de responsabilidad extracontractual cuando son varios los
I condenados judicialmente.

|Se había dictado sentencia de 14 de marzo de 2003 que reiterando doctrína
[jurísprudencial de las anteríores de 21 de octubre de 2002, 23 de junio de 1993,
|d/ce: la doctrína ha reconocido junto a la denominada "solidaridad

propia", regulada
|en nuestro Código civil (artículos 1.137 y siguientes) que viene ¡mpuesta, con

CódigoSeguro de verificación:NL6jqxwGlTAXmqpikxLyw==.Permite la verificaciónde la integridad de una
copia de este documento electrónicoen la dirección: https://ws121.juntadeandalucia.es/verifirm;

Este documento incorpora finna electr"""—
icia.es/ver¡firmav2/

^nocida de acuerdo a la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de flrma electrónica.

NL6-icixwGlTAXmapikxLvw=:



ADMINISTRACIÓN
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JUSTICIA \carácter predeterminado,
"ex voluntate" o "ex lege", otra modalidad de la

\solidaridad , llamada "impropia " u obligaciones "in solidum" que dimanan de la
\naturaleza del ilícito y de la pluralidad de sujetos que hayan concurrido a su
\producción, y que surge, cuando no resulta posible individualizar las respectivas
\responsab¡lidades. A esta últimaespecie de solidarídad no son aplicables todas las
|reg/as prevenidas para la solidaridad propia y, en especial, no cabe que se tome en
\consideración el artículo 1.974 del Código civil en su párrafo prímero, mucho
|menos, cuando el hecho alegado quedó imprejuzgado, por propia definición,
[respecto de los que no fueron traídos al proceso, basándose en una presunta
\responsabilidad

"in solidum" (la solidarídad no se presume conforme al artículo
1.137 del Código civil), que fue declarada para unos sujetos distintos de los luego

Ipor designio del reiteradamente actor vinculados, a los que no puede extenderse la
\singularidad de un pronunciamiento que se establece con base en las
\circunstancias fácticasalegadas y probadas en el asunto previo, sin que fuera de
\tal condena, precisamente, por inexistencia del expresado vínculo antecedente "ex

\voluntate" o "ex lege", puedan formularse representaciones unilaterales de
\solidaridad sin causa demostrada..."

|Consecuentemente con la doctrina expuesta, y como entendiótambién el Consejo

Consultivo de Andalucía en su dictamen preceptivo, la reclamación de

|responsabilidad dirigida en exclusiva contra la contratista y su aseguradora no

produjo efectos interruptivos de la prescripción de la acción respecto del

Ayuntamiento, por lo que ha de tenerse por prescrita la acción entablada al haber

transcurrido sobradamente el piazo de un año entre la fecha en que quedó

determinado el alcance del daño y la presentación de la reclamación de

responsabilidad patrimonial, por lo que procede la desestimacióndel recurso.

CUARTO.- COSTAS PROCESALES.

Habiendo sido desestimado el recurso, procede condenar al actor al pago de las costas

causadas al Ayuntamiento de Fuengirola, hasta un máximo de novecientos (900) euros

(artículo139LJCA).
No ha lugar a realizar ningún pronunciamiento sobre las costas de la concesionaria

.., ya que no habiendo demandada su

personaciónen el recurso fue voluntaria

FALLO
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ADMINISTRACIÓN
DE

JUSTICIA

DESESTIMO et recurso interpuesto, y condeno al demandante al pago de las costas

causadas al Ayuntamiento de Fuengirola, hasta un máximode novecientos (900) euros.

Notifíquese esta sentencia a las partes, haciéndoles saber que contra ella N0

cabe Recurso ordinario.

Y remítase testimonio de la misma junto con el expediente administrativo, al

lugar de origen de éste.

Así por esta mi sentencia, de la que se llevará certificación a las actuaciones, lo

pronuncio, mando y firmo.

La difiisióndél íexío de esta resoluciónapartes no iníeresadas en el proceso en el giie ha sido dicíada sólopodráUevarse
a cabo previa disociaciónde los datos de carácterpersonal que los mismos contiivieran y con pleno respeto al derecho a la
mtímidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tvtela o a la garantía del anonimato de las
victimas o perjudicados, cuando proceda.
Los datos personales mcluidos en esta resoluciónnopodránser cedidos, ni comunicados confmes contrarios a las leyes."
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